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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / TRASLADO DE CENTRO CARCELARIO / PROCEDENCIA DE LA TUTELA EN CASOS COMO EL PRESENTE / HACINAMIENTO / NO ES RAZÓN QUE JUSTIFIQUE LA NEGATIVA DEL INPEC PARA EFECTUAR EL TRASLADO.
… la funcionaria de primera instancia concedió el amparo y le ordenó a las entidades accionadas, trasladar al demandante a la EPMSCPEI o a otro establecimiento carcelario que cumpla con las condiciones de reclusión.

Corresponde a la Sala entonces, decidir si confirma ese fallo, o en su lugar, lo revoca o lo modifica, en consideración a la motivación de la impugnación, cuyo fundamento fue el hacinamiento que se vive en la EPMSCPEI.

Pues bien, se anuncia que se avalará la decisión de primer grado, y así se hará por los siguientes motivos: 

Primero, porque el amparo es procedente, pese a que, en principio, la herramienta judicial diseñada para controvertir actos administrativos es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en vista de que una persona privada de la libertad ve limitadas sus posibilidades de actuar; así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional…
Y segundo porque está en cabeza del INPEC, la obligación de zanjar la contingencia planteada por el peticionario.

Así lo han aceptado de manera pacífica esta Colegiatura, las Salas de Casación Penal y Laboral  de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional.

Por ejemplo, en una de esas providencias, la emitida por la Sala de Casación Laboral de la Corte, cuyo caso concreto era semejante al de marras, por no decir idéntico, de manera sucinta se explicó: 

“… no es dable alegar el hacinamiento, que por demás padecen todas las cárceles del país. 

“En tal sentido, se advierte que mientras se supera tal situación, es deber del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, la custodia y ubicación de las personas privadas de la libertad, a quienes se les debe salvaguardar sus prerrogativas fundamentales y como consecuencia de ello, otorgarles un establecimiento de reclusión en el que puedan cumplir sus condenas o medidas de aseguramiento”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
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Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela promovida por Julián Andrés Rincón Ocampo contra el Director Nacional, el Director de la Regional Viejo de Caldas del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Director del  Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira –EPMSCPEI-, a la que fueron vinculados los Juzgados Tercero y Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Pereira, el Director de la Policía Nacional, el Comandante Departamental de Policía de Risaralda, el Comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, la Defensora del Pueblo de Risaralda, la Gobernación de Risaralda y la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal. 
ANTECEDENTES





Julián Andrés Rincón Ocampo acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales que denominó “goce efectivo de los derechos fundamentales en prisión, vida, integridad personal, dignidad humana, resocialización, descanso, salud, unidad familiar, entre otros” (sic), que estima vulnerados por las autoridades convocadas.
Narró, en síntesis, que dentro de un proceso penal que se sigue en su contra, se le impuso medida de aseguramiento; por lo cual se encuentra detenido en la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, esperando su traslado al EPMSCPEI, desde hace tres meses. 
Explica que la Estación de Policía en la que se encuentra carece de las condiciones físicas y sanitarias para su estadía, además se halla en condiciones insostenibles de hacinamiento y el INPEC se niega a trasladarlo, pese a sus insistentes requerimientos en tal sentido.  

Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados y que se ordene a las autoridades accionadas, trasladarlo al EPMSCPEI. 

El Juzgado de primera instancia, dio impulso a la acción, con las mencionadas vinculaciones y corrió traslado a las convocadas.
El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira hizo saber que del proceso de marras, en la actualidad conoce su homólogo el Cuarto.

La Dirección General del INPEC, pidió negar las pretensiones, comoquiera que permitir el traslado deprecado, implicaría el irrespeto a la dignidad humana de las personas que ya se encuentran allí recluidas.

La Dirección Regional Viejo caldas del INPEC, dijo que los detenidos, que tienen la categoría de sindicados son responsabilidad de las Alcaldías y Gobernaciones. En tal virtud afirmó que no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante. 

El Departamento de Policía de Risaralda puso de presente las gestiones que ha realizado tendientes a que la EPMSCPEI, reciba al personal que llevan más de 36 horas detenidas en sus instalaciones; mismas que están habilitadas para recibirlo de manera transitoria. Explicó que esa entidad no es la encargada de la custodia de los detenidos después del referido término, en tal virtud, estimó inexistente la vulneración que se le endilga. 
La Dirección de la EPMSCPEI, dijo que allí se presenta un hacinamiento del 94.9% y que no ha negado el ingreso del accionante, solo que no podrá ser recibido hasta tanto se tengan nuevos cupos que así lo permitan. Pidió declarar la improcedencia del resguardo.  

El Municipio de Santa Rosa de Cabal, no se opuso a la concesión del amparo, en todo caso, dijo no tener a cargo la custodia o la manutención de las personas privadas de la libertad. 

La Gobernación de Risaralda recordó precedentes judiciales para sustentar la tesis de que el Departamento no es competente para solucionar la controversia suscitada en esta demanda.  

Sobrevino la sentencia de primer grado, que concedió el amparo y le ordenó a al Director Nacional, al Director de la Regional Viejo de Caldas del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y al Director del  EPMSCPEI, realizar las gestiones administrativas pertinentes para asegurar el traslado del accionante al EPMSCPEI, o a otro establecimiento carcelario que cumpla con las condiciones de reclusión. Para el efecto refirió que la obligación para atender el ruego del demandante es obligación exclusiva del INPEC; sustentó su decisión en la sentencia STP4461 del 2017.  
Impugnó el Director del EPMSCPEI, en los siguientes términos “me permito informar que este establecimiento en la actualidad tiene un hacinamiento de 94.9%, por causa de esta crisis, existen 26 casos de Tuberculosis, un sinnúmero de cuadros virales, tenemos Personal Privado de la Libertad pernoctando en los baños de los pabellones, en los cuales realizan sus necesidades fisiológicas, expuestos a malos olores y enfermedades de todo tipo. Con mucho respeto, tengo que ser enfático en manifestar que por decisiones de algunos despachos judiciales que imprecisan y desconocen la realidad de este establecimiento, continúan aumentando la superpoblación, buscando con este tipo de actuaciones agravar tajantemente nuestra crisis sanitaria y carcelaria, desfavoreciendo y menoscabando en gran magnitud la situación actual de los recluidos hoy a nuestro cargo, por otra parte, me permito indicar que va en aumento las quejas y acciones de tutelas promovidas por los Privados de la Libertad haciendo énfasis precisamente en el Hacinamiento y la falta de Condiciones Dignas.” (Sic); pidió que se realizara una inspección judicial en las horas de la noche en el establecimiento y solicitó estudiar estas providencias: Auto 110/19, Sentencia T-388 del 2013 y T-762-2015. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía y en procura de la protección de los derechos que invocó, acudió Julián Andrés Rincón Ocampo para que se les ordene a las autoridades encartadas, adelantar las gestiones pertinentes para trasladarlo de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, donde se encuentra recluido, a la EPMSCPEI, comoquiera que en la primera de ellas se le ofrecen unas precarias condiciones de salubridad y además soporta un hacinamiento insostenible.  




De manera preliminar, es pertinente aclarar que esta Sala es competente para conocer de la impugnación a desatar, y lo fue el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en el trámite en primera instancia, pese a que fueron convocados los Juzgados Tercero y Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de la misma ciudad, con lo cual podría concluirse que quien debió conocer de la demanda fue su respectivo superior funcional, habida cuenta de que su vinculación es apenas aparente y las críticas del accionante no aluden a esas autoridades, por el contrario, como se podrá observar en las consideraciones siguientes, la vulneración a sus derechos fundamentales proviene de autoridades administrativas del orden nacional, por lo que debe acatarse lo dispuesto en el numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017.








Con esa claridad se recuerda que la funcionaria de primera instancia concedió el amparo y le ordenó a las entidades accionadas, trasladar al demandante a la EPMSCPEI o a otro establecimiento carcelario que cumpla con las condiciones de reclusión.





Corresponde a la Sala entonces, decidir si confirma ese fallo, o en su lugar, lo revoca o lo modifica, en consideración a la motivación de la impugnación, cuyo fundamento fue el hacinamiento que se vive en la EPMSCPEI.





Pues bien, se anuncia que se avalará la decisión de primer grado, y así se hará por los siguientes motivos: 





Primero, porque el amparo es procedente, pese a que, en principio, la herramienta judicial diseñada para controvertir actos administrativos es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en vista de que una persona privada de la libertad ve limitadas sus posibilidades de actuar; así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional y lo explica en los siguientes términos
:





En los casos en que se solicita traslado de penal se ha aceptado por parte de la jurisprudencia constitucional la utilización de la acción de tutela, pues se trata de personas privadas de la libertad, que tienen limitadas sus actuaciones debido a su particular situación, así lo ha dispuesto el precedente, reiterado en la Sentencia T-950/03:





“…tales personas no son dueñas de su propio tiempo y están sujetos a restricciones normativas –privación de la libertad y sometimiento a las reglas de cada centro penitenciario o de detención- y fácticas, más allá de la simple privación de la libertad, que disminuyen su aptitud para actuar o responder de manera diligente ante demandas o situaciones que ocurren, dentro y fuera del penal”.




Y segundo porque está en cabeza del INPEC, la obligación de zanjar la contingencia planteada por el peticionario.





Así lo han aceptado de manera pacífica esta Colegiatura
, las Salas de Casación Penal
 y Laboral
 de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional
.




Por ejemplo, en una de esas providencias, la emitida por la Sala de Casación Laboral de la Corte, cuyo caso concreto era semejante al de marras, por no decir idéntico, de manera sucinta se explicó: 





Ahora bien, respecto al segundo punto de inconformidad del apelante referente a que el juez de primer grado en este mecanismo constitucional, no tuvo en cuenta el hacinamiento que padece el Complejo Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Medellín –Bellavista-, es de advertir que la orden se ve condicionada a que en ese centro penitenciario se liberen cupos, y es en ese momento que el INPEC recibirá en custodia y efectuará el traslado de Casallas Arenas a ese establecimiento.





No obstante ello, como bien se sabe este complejo no es el único penal que se encuentra en estas condiciones, pues existe un estado de cosas inconstitucional reconocido por la Corte Constitucional en la sentencia T-153 de 1998, frente a las condiciones de las cárceles del país que actualmente se encuentran afectadas por altos niveles de sobrepoblación e insalubridad y que dicha problemática únicamente se conjura mediante la creación de nuevos centros de reclusión y la implementación de una política criminal que favorezca la descongestión de los centros de detención, luego no es dable alegar el hacinamiento, que por demás padecen todas las cárceles del país. 





En tal sentido, se advierte que mientras se supera tal situación, es deber del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, la custodia y ubicación de las personas privadas de la libertad, a quienes se les debe salvaguardar sus prerrogativas fundamentales y como consecuencia de ello, otorgarles un establecimiento de reclusión en el que puedan cumplir sus condenas o medidas de aseguramiento. (Destaca la Sala)




No desconoce la Sala la problemática nacional en torno al hacinamiento y las deplorables condiciones de salubridad de los centros penitenciarios y carcelarios del País, sin embargo, ante el estado de cosas inconstitucional que se vive, declarado además por la Corte Constitucional, no queda otra alternativa que imponerle a la autoridad estatal especializada en el asunto, la carga de solucionar las coyunturas que se presenten en los centros de reclusión.





Fue un acierto, en todo caso, subrayar en la resolutiva del fallo de primera instancia la oración “o a otro establecimiento carcelario que cumpla con las condiciones de reclusión”, habida cuenta de que es deber de los compelidos hacer uso de cualquier alternativa de la que dispongan para materializar el ingreso del señor Rincón Ocampo, a un centro carcelario, que no necesariamente tiene que ser el EPMSCPEI, si es que allí es imposible su recibimiento. 




Sobran adicionales consideraciones para confirmar la sentencia impugnada, como en efecto se hará.


 

DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 10 de abril del 2019, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Julián Andrés Rincón Ocampo inició frente al Director Nacional, el Director de la Regional Viejo de Caldas del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Director del  Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira –EPMSCPEI-, a la que fueron vinculados el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Pereira, el Director de la Policía Nacional, el Comandante Departamental de Policía de Risaralda, el Comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, la Defensora del Pueblo de Risaralda, la Gobernación de Risaralda y la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-500/17


� T.S.P. M.P. Claudia María Arcila Ríos Sentencia del 15 de mayo del 2019, Expediente No. 66045-31-89-001-2019-00023-01


� Sentencia STP4461 del 28 de marzo del 2017, M.P. Gustavo Enrique Malo Fernández.


� Sentencia STL1244-2018 del 31 de enero del 2018 M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO


� T-151 de 2016
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